La Plata, 21 de enero de 2014.-

AUTOS Y VISTOS: Y CONSIDERANDO:

I.  Que se presenta EMPRESA DISTRIBUIDORA LA PLATA S.A. (EDELAP) mediante apoderado interponiendo recurso de revocatoria (cf. art. 89, Dec. Ley 7647/70) contra la resolución de fecha 3 de enero de 2014 (fs. 10/16) que le ordenó, con carácter de medida preventiva (cf. art. 71, Ley 13.133), prestar el servicio de energía eléctrica de manera continua e ininterrumpida en el domicilio que habitan los denunciantes conjuntamente con su hijo “electrodependiente” de 11 meses de edad, así como a proveerles de manera permanente de un equipo generador de electricidad.

Sostiene la empresa obligada que la medida cautelar dictada por este Juzgado le causa agravio irreparable por carecer de fundamento fáctico y jurídico, al desconocer la normativa de aplicación al caso.

Puntualmente señala que EDELAP asistió al reclamante asignándole un grupo electrógeno con anterioridad al dictado y notificación de la referida medida (en fecha 16 de Diciembre de 2013); agrega que no se dan los presupuestos básicos para el otorgamiento de toda providencia cautelar; que no existe verosimilitud en el derecho puesto que la medida adoptada no surge del plexo normativo citado como fundamento de la resolución cuestionada; que “el servicio de energía eléctrica es esencialmente interrumpible” y que ello se desprende del propio Contrato de Concesión del servicio, razón por la cual le presta grupos electrógenos a los electrodependientes; que por ello la obligación impuesta a EDELAP por la medida atacada, excede el marco legal que regula la actividad; que la entrega de grupos electrógenos a electrodependientes lo hace “como medida tuitiva” ante alguna contingencia en el suministro, como lo ha hecho para el caso.

En relación al peligro en la demora, señala que dicho extremo no se ha configurado al haber sido entregado el grupo electrógeno a los usuarios, con anterioridad a que presentaran la denuncia ante la Oficina Municipal de Defensa del Consumidor.

Agrega que en todo momento han brindado atención al usuario electrodependiente, por lo que la medida dictada por este Juzgado deviene abstracta e inoficiosa.

II.  Que desde el punto de vista procedimental, el trámite del recurso de revocatoria interpuesto por EDELAP S.A. se rige por lo establecido por los artículos 86, 88 y concordantes del Dec. Ley 7647/70 de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires (LPABA), norma a la que remite el artículo 36 de la Ley 13.133 (texto según Ley 14.514) como de aplicación supletoria. Lo anterior con la salvedad acerca de la improcedencia del recurso jerárquico implícito en subsidio (art. 91 LPABA), el que resulta incompatible en el caso puesto que los Jueces de Faltas Municipales en la Provincia de Buenos Aires no poseen superior jerárquico (arts. 18, 19 y ccs. Dec. Ley 8751/70; art. 166, 2do párr., Const. Pcial.). En consecuencia, el recurso en tratamiento ha sido presentado oportunamente, dentro del plazo de diez (10) días establecido por el artículo 89 LPABA (cf. cédula de  fs. 18).

III.  Que teniendo en consideración los argumentos que invoca el proveedor denunciado en respaldo de su planteo, anticipo que la resolución cuestionada debe ser confirmada.

Ello así por las siguientes razones:

1. Fundamento jurídico de la medida preventiva. Desde el punto de vista del sustento jurídico de la medida preventiva cuestionada, cabe señalar que ella se encuentra expresamente receptada por el artículo 71 de la Ley 13.3133, y tal como se argumentara en oportunidad de su dictado, los derechos en juego se encuentran amparados en el propio marco regulatorio y contrato de concesión del servicio, así como en normas de rango constitucional y supranacional (ver considerandos “II” y “III”, fs. 11 vta. a 13 vta.). 

2. Formalidades y requisitos. Desde la mirada de los recaudos formales para su dictado, debe dejarse en claro que a este tipo de intervención preventiva administrativa no le son de directa aplicación los requisitos exigidos por el art. 230 del CPCCBA para las medidas cautelares dictadas en sede judicial. Ello como consecuencia de la notoria diferencia de la naturaleza del “organismo jurisdiccional” en uno y otro caso (ALVAREZ LARRONDO, Federico, “Las medidas preventivas administrativas en el Derecho del Consumidor”, LA LEY 26/02/2008, 3). De modo que, encontrándose presentes los requisitos de validez del acto administrativo, concatenados con los principios que surgen de la especial naturaleza tutelar de este procedimiento administrativo (arts. 71 y 72 Ley 13.133), la resolución criticada aparece como formal y sustancialmente ajustada a sus fines.

2.1. Dicho lo anterior, señálese que el “peligro en la demora” al que alude la recurrente, atento las circunstancias fácticas involucradas en el caso y los cortes reiterados del servicio que son de público y notorio conocimiento, también surge de manera patente y actual en el caso. Ello aún cuando, como ahora manifiesta la denunciada, el grupo electrógeno haya sido entregado en el domicilio de los denunciantes con anterioridad a la presentación de la denuncia y al dictado de la medida preventiva. Si ello efectivamente ocurrió así, tal circunstancia no la desobliga de su principal carga como prestadora del servicio público de energía eléctrica, también contenida como manda en la medida preventiva cuestionada, cual es la de brindar el suministro en condiciones de adecuadas de continuidad, regularidad y calidad (art. 67 inc. a y ccs. Ley 11.769). Más aún cuando, como en el caso, el peticionante posee un cuadro de salud que lo ha colocado en la situación de “electrodependiente”, hecho reconocido por la propia obligada.

2.2. La medida preventiva dictada, como se dijo arriba y contrariamente a lo sostenido por la obligada, no deviene abstracta ni tampoco inoficiosa. En efecto, es pertinente sostener que, teniendo en cuenta el marco fáctico del caso, debe mantenerse la orden dirigida a EDELAP S.A. de proveer suministro eléctrico continuo en el domicilio de los denunciantes. 

La situación de “peligro” posee inocultable actualidad. Sólo a modo de ejemplo, puede verse la edición del diario “EL DÍA” de la fecha, en la que se informa acerca de los inconvenientes que subsisten con el suministro eléctrico en la región (ver tapa: “Vecinos de Villa Elvira ya soportan cuatro días sin luz; pág. 10: “Calvario vecinal en Villa Elvira: van por el cuarto día sin luz”; y “La Municipalidad exige respuestas a Edelap”).

2.3. Por otro lado pero íntimamente relacionado con lo anterior, los propios dichos de la denunciada EDELAP S.A. potencian la necesidad del aseguramiento preventivo, puesto que, desentendiéndose del caso concreto, afirma que el servicio es “esencialmente interrumpible” (v. fs. 42, 2do párr.). Semejante declaración choca de frente con la propia esencia del servicio público de energía eléctrica, acerca del cual correspondería sostener lo contrario, es decir que el servicio es “excepcionalmente interrumpible”. A su vez, lo argüido por la obligada evidencia una interpretación antojadiza del marco regulatorio del servicio y del propio contrato de concesión, interpretación que, además, contradice normas de superior rango (v. gr. Art. 42 Const. Nac.; art. 25 3er párr., 30 y ccs. Ley 24.240; art. 10 incs. a y c, y ccs. Ley 13.133). Ello, por sí solo, sería suficiente para sostener la medida preventiva atacada.

2.4. En relación a la “contracautela”, recaudo que según la empresa obligada se ha omitido, cabe afirmar en consonancia con lo dicho arriba, que ella no es exigible en este tipo de procedimiento puesto que es la Autoridad de Aplicación –en definitiva, el Estado- el que asume las eventualidades que emanen del dictado del acto preventivo. En un procedimiento que, como se dijo, posee una marcada finalidad tuitiva (art. 72, Ley 13.133), en el que ni siguiera se exige patrocinio letrado al denunciante, y existiendo la obligación constitucional de las autoridades de proveer protección a los derechos involucrados (art. 42, 2do párr. Const. Nac.), la exigencia de este recaudo deviene palmariamente antifuncional con tales fines. 

Es que, en definitiva, la medida es dictada en protección del interés público involucrado en la materia y en cumplimiento del deber de protección estatal, que son la razón de la existencia de las autoridades de aplicación de la legislación de defensa del consumidor. Y ello no varía cuando, vale aclararlo, como ocurre en el caso, la medida preventiva haya sido dictada como consecuencia de una petición del consumidor denunciante, o sus alcances sean individuales y no de incidencia colectiva.

Por ello, RESUELVO: 

1st. Rechazar el Recurso de Revocatoria interpuesto por  EMPRESA DISTRIBUIDORA LA PLATA S.A. contra la resolución de fecha 3 de Enero de 2014 obrante a fs. 10/16 (arts. 36, y ccs. Ley 13.133; arts. 86, 88, 89 y ccs. Dec. Ley 7647/70). NOTIFÍQUESE a las partes. Líbrese la cédula dirigida a EDELAP S.A. con trascripción o copia integra de la presente.- 

2nd. Diligenciadas que sean las cédulas, vuelvan las actuaciones a la Subsecretaría de Servicios Públicos y Relaciones de Consumo de la Municipalidad de La Plata para la continuación del trámite según su estado (arts. 47, 81 inc. b y ccs. Ley 13.133).-

3rd. Notifíquese con copia íntegra de la presente.-

Dante Daniel Rusconi
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